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Se ha solicitado por oficio N° 15.811, de 18 de abril en curso, del H. Senado, un informe respecto de un proyecto de ley sobre sistemas de prevención de la infección causada por el virus de inmuno deficiencia humana.





El referido proyecto tiene por objeto, entre otros, “asegurar a cualquiera persona que viva con el virus de inmuno deficiencia humana el igualitario goce y ejercicio de sus derechos, impidiendo cualquier forma de discriminación en su contra”.





En el proyecto se establecen sanciones de multa para la infracción de lo dispuesto en los artículos 9 y 10, la que se determina en su cuantía en los artículos 11 y 12 y, para el caso de reincidencia, en el artículo 13. En el artículo 15, se determina que la competencia para conocer de esos hechos se le otorga al “ juez civil correspondiente al domicilio del afectado” y el procedimiento a emplear es el del juicio sumario, establecido en el Título XI del Libro Segundo del Código de Procedimiento Civil, “sin perjuicio de la competencia que corresponda a los juzgados del trabajo en los casos de terminación del contrato de trabajo”.








AL SEÑOR PRESIDENTE


H. SENADO


VALPARAÍSO.








Impuesto el Tribunal Pleno de esta Corte el día 28 de abril último, presidido por el titular que suscribe y con la asistencia de los Ministros señores Jordán, Faúndez, Carrasco, Correa, Garrido, Navas, Libedinsky, Ortiz, Benquis, Galvéz, Cury, Alvarez Hernández, Marín, Yurac y Espejo, acordó informar lo siguiente:





El informe debe referirse exclusivamente, de acuerdo con el artículo 74 inciso segundo de la Constitución Política de la República, a lo reglado en el recién citado artículo 15 del proyecto y, al respecto, se acordó hacer las siguientes observaciones:





a) Es sabido que los juzgados civiles, en particular los de la capital, adolecen de un recargo de ingreso de causas que repercute gravemente en su adecuado funcionamiento y, además, por su naturaleza y destino no están conformados para conocer de faltas de índole infraccional. Se estima que ésta más de acuerdo con la materia objeto del conocimiento que queden sujetas a la competencia de los juzgados de policía local, cuyo procedimiento resulta también más recomendable al efecto.





Sin perjuicio de lo señalado, no está de más hacer notar que la competencia corresponde al “tribunal”, no al “juez”, de manera que sería conveniente, si no se comparte el criterio antes anotado, sustituir en el artículo 15 del proyecto la referencia al “juez civil” por “juzgado de letras en lo civil” o simplemente “juzgado civil”.





b) El artículo 15 propuesto entrega a la competencia de los juzgados civiles el conocimiento de “las infracciones de esta ley”, lo que parecería extender esa competencia al control del cumplimiento de “todas” las posibles infracciones a la ley en referencia y no exclusivamente de aquellas que están expresamente sancionadas con multa en los artículos 11 y 12. Sería conveniente explicitar el referido alcance.





c) La disposición, en la redacción propuesta, limita la competencia de los jueces laborales a “los casos de terminación del contrato de trabajo”, pero en el artículo 10 inciso primero se plantean hipótesis que no suponen siempre la terminación del contrato de trabajo y que no correspondería, por consiguiente, marginarlas del conocimiento de ese tribunal.





d) Como colaboración al mejoramiento del sistema, se recomienda analizar la posibilidad de establecer para la acción pertinente una prescripción de corto tiempo, que, atendidas las características de las infracciones, podría ser de seis meses contados desde su comisión.





Es todo cuanto puede este Tribunal informar en torno al proyecto en examen.








Saluda atentamente a V.S.,














HERNAN ALVAREZ GARCIA


PRESIDENTE





CARLOS A. MENESES PIZARRO


SECRETARIO


